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Justificación del tema de la investigación.


Por lo que se refiere al tema concreto de investigación elegido, cuyo título es “Las pensiones no contributivas en el sistema asistencial español”, nos parece que después del transcurso de diez años del nacimiento de las pensiones no contributivas en España, es tiempo suficiente para acometer con la adecuada perspectiva su análisis, conocer si las expectativas levantadas responden a la realidad y, si a la vista de ello, convendría mantener sus reglas de funcionamiento con algún necesario retoque o bien, acometer una reforma de mayor calado que pudiera replantear los objetivos que animaron su creación, siempre bajo el respeto a los principios establecidos por la Constitución, como norma fundamental que impulsó el nacimiento de las pensiones no contributivas a través del artículo 41.

Por otro lado, echábamos de menos un tratamiento más profundo acerca de las citadas pensiones, que examinara no solo el régimen jurídico, sino que comprendiera su fundamento, relaciones y compatibilidades con otras prestaciones o ayudas similares, así como el tratamiento jurídico de algunas instituciones como la prescripción. 

En definitiva, se ha intentado abordar el estudio de las pensiones no contributivas desde distintos puntos de vista, con la finalidad de alcanzar un estudio lo más completo posible de las pensiones objeto de nuestra investigación y de su relación con el resto de prestaciones asistenciales. De ahí la justificación del título designado a la tesis.

Con respecto al método o camino empleado en la elaboración del trabajo de investigación y sus fuentes, la estructura de la investigación se ha dividido en dos partes claramente diferenciadas:


El estudio realizado en la primera de ellas presenta la evolución de las pensiones no contributivas desde diversos enfoques: En concreto, en el Capítulo I nos referimos a su fundamento constitucional, teniendo presente que nos encontramos ante verdaderas pensiones de Seguridad Social, por lo que todo lo que la Constitución prevea acerca de ellas se predicará igualmente, con algunos matices, de las pensiones no contributivas. 

A continuación, en el Capítulo II, se aborda la cuestión de la competencia en materia de Seguridad Social, tanto en su vertiente legislativa como de régimen económico, finalizando con la polémica acerca de si es constitucional ese incremento otorgado por algunas Comunidades Autónomas a los beneficiarios de pensiones no contributivas que residen en su territorio.

En el Capítulo III se ha intentado delimitar el contorno de lo que son prestaciones de Asistencia Social y de Seguridad Social, distinguiendo, a su vez, la Asistencia Social externa de la interna de la Seguridad Social; el concepto de protección social en nuestro ordenamiento; así como otras instituciones relacionadas con el tema, como los servicios sociales, el complemento a mínimos, etc. Pero lo que verdaderamente constituye el centro de estudio en este Capítulo, es la delimitación entre las pensiones no contributivas y las denominadas nuevas prestaciones de Asistencia Social.


El Capítulo IV tiene como objetivo distinguir las pensiones de Seguridad Social, contributivas y no contributivas, haciéndose hincapié en el concepto, naturaleza, y características más sobresalientes de las pensiones no contributivas. 


La primera parte finaliza con el Capítulo V dedicado a conocer las circunstancias que rodearon el nacimiento de las pensiones no contributivas, la situación de la sociedad, el mercado de trabajo, las razones que motivaron su creación, etc., que anunciaron la urgente incorporación del denominado “brazo no contributivo” del Sistema, finalizando con un breve estudio sobre su evolución hasta la actualidad, número de pensionistas, cuantías empleadas en su financiación, etc.

En esta primera parte, de aproximación al tema propuesto, se ha acudido de modo preferente a las fuentes que proporciona la doctrina.


La segunda parte de la Investigación comprende el examen del régimen jurídico de las pensiones no contributivas. Se distribuye en tres capítulos: el Capítulo VI, se refiere a la normativa común aplicable a las citadas pensiones; el Capítulo VII, a la pensión de invalidez; finalizando con el Capítulo VIII, dedicado a la pensión de jubilación. 


Con respecto a las fuentes empleadas, y por tratarse del eje central de la investigación, en esta segunda parte se profundiza, no sólo en el conocimiento y la interpretación de la regulación positiva de las pensiones no contributivas, sino también en el intento de solución de los diversos problemas que su aplicación práctica ha suscitado en la jurisprudencia del Tribunal Supremo y en la doctrina de los Tribunales Superiores de Justicia de cada Comunidad Autónoma, sin olvidar la muy relevante aportación del Tribunal de Justicia Europeo en esta materia.


Se han tenido muy en cuenta también, los comentarios que la doctrina científica ha vertido en la solución de tales problemas. 


Con relación al Fundamento constitucional, las pensiones no contributivas tienen su fundamento en el artículo 41 de la Constitución española, cuando establece que los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo.


Es decir, que por primera vez en España se le ordena al Estado que otorgue protección de Seguridad Social no sólo a los trabajadores, como hasta entonces, sino que esa protección debía extenderse igualmente a todos los ciudadanos sin distinción.


Además se produce una modificación en los criterios y el procedimiento aplicables a la técnica de protección, pues no es la realización de una actividad por cuenta propia o ajena la que incorpora en el Sistema al futuro beneficiario, la llave que pone en marcha todo el mecanismo protector de la nueva modalidad de Seguridad Social es la de encontrarse en “situación de necesidad”.


De modo que en estos supuestos de necesidad no es preciso acreditar los tradicionales requisitos propios del nivel contributivo del Sistema, como son: encontrarse dado de alta en la Seguridad Social o acreditar un determinado período de carencia, sino tan sólo encontrarse en situación de necesidad.


Bien entendido que se trata de una situación de “necesidad real”, es decir, que atiende al estado actual de carencia de medios económicos del beneficiario y por ello es preciso que éste acredite tal situación, siendo por tanto susceptible de presunción iuris tantum, al contrario de lo que sucede en el nivel contributivo en donde, con carácter general, opera el principio iuris et de iure.


Debe matizarse, que en el momento actual tan solo se han desarrollado en el nivel no contributivo las situaciones de necesidad que sufran las personas con invalidez, los mayores de 65 años y los hijos menores de 18 años o mayores de esa edad que sean minusválidos. Sin que se contemple la pensión de viudedad, orfandad, ni el resto de prestaciones, en especial la de desempleo, a la que hace mención expresa la Constitución.


En consecuencia, entendemos que el principio de universalidad objetivo no está plenamente desarrollado, porque la legislación no contempla en sí misma ninguna prestación de mínimo vital para todos los ciudadanos. 


Una vez acreditada la “situación de necesidad”, se debe otorgar la debida asistencia y prestaciones para cubrir o al menos aliviar dicha situación. Pero esa asistencia y prestaciones deben ser “suficientes” según la Constitución, sin que ésta precise lo que debe entenderse por “suficientes”, pues tal término varía según nos encontremos en el nivel contributivo o no contributivo. En el primero, la suficiencia se alcanza cuando la prestación consiste en una cuantía económica equiparable al salario que venía percibiendo el beneficiario en su vida activa laboral. En cambio, el término “suficiente” en la modalidad no contributiva debemos referirlo a aquella protección que garantice un mínimo nivel de ingresos económicos para sobrevivir con dignidad.


Se trata, en definitiva, de rentas de compensación frente a la finalidad esencialmente sustitutoria de los ingresos procedentes del trabajo, en que consisten las prestaciones contributivas.


En consecuencia, mantenemos la vigencia en España de un modelo mixto de Seguridad Social, que integre tanto el nivel contributivo como el no contributivo. 


Por otro lado, el hecho de que el artículo 41 de la Constitución, se ubicara en el Capítulo III, sobre los principios rectores de la política social y económica, del Título I, produjo dos efectos:


En primer lugar, no podían aplicarse directamente los caracteres de la Seguridad Social expresados en el citado artículo 41, sino que era necesario que su regulación se desarrollara mediante Ley.


Ello se produjo 12 años más tarde con la aparición de las pensiones no contributivas por Ley 26, de 20 de diciembre, de 1990, posteriormente incorporada en el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, y desarrollada reglamentariamente. 



En segundo lugar, tal ubicación constitucional supuso, más que el reconocimiento de un derecho de los ciudadanos, un compromiso por parte del Estado de hacer realidad lo que exige ese precepto constitucional. 

Por tanto, sería conveniente elevar la Seguridad Social a la categoría de derecho fundamental, o al menos atribuirle una garantía de acceso a los ciudadanos equiparable a la del colectivo a que se refiere el artículo 25.2 de la Constitución. Si bien, ese derecho, puede ser invocado a través de la normativa de desarrollo constitucional, como es la Ley General de la Seguridad Social, cuyo artículo primero prevé que el derecho de los españoles a la Seguridad Social, establecido en el artículo 41 de la Constitución, se ajustará a lo dispuesto en la presente Ley. 

Sobre el poder público que tiene atribuida la competencia en la regulación y financiación de las pensiones no contributivas, la Constitución establece en el artículo 149.1.17ª, que el Estado tiene competencia exclusiva sobre la legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, añadiendo a continuación: sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por la Comunidades Autónomas.


Luego si la legislación básica en materia de Seguridad Social, es competencia exclusiva del Estado, la competencia de las Comunidades Autónomas se reduce a la legislación no básica, a la de desarrollo de la básica que corresponde al Estado, así como a la ejecución de ésta. Por tanto, la competencia es compartida entre el Estado y las Comunidades Autónomas, según sea tal legislación, básica o no básica, respectivamente.


Por legislación básica, entendemos aquellas materias que directa o indirectamente se relacionen con los principios que rigen el sistema de la Seguridad Social. En particular, el principio de unidad, que preserva a los ciudadanos de la existencia de diversas normativas autonómicas, que pudieran afectar a su relación con la Seguridad Social, como pueden ser, la inscripción de empresas, afiliación, alta, baja, variación de datos, etc., así como a la situación de los beneficiarios, sobre cualquier prestación de Seguridad Social.


Sin embargo, y pese a que la determinación concreta de lo que sea básico y lo que es complementario es competencia de la legislación ordinaria, no quedan suficientemente delimitados los aspectos no sustanciales objeto de regulación por las Comunidades Autónomas. Esa es la razón por la que entendemos que no es posible hacer una relación cerrada de materias legislativas objeto de competencia de las Comunidades Autónomas, debiendo aplicarse el criterio de la «residualidad», es decir, la competencia legislativa de una Comunidad Autónoma comprende, a nuestro juicio, aquellas cuestiones que no sean consideradas como principios fundamentales del Sistema y que precisen de cierta unidad en todo el Estado.


Con relación al régimen económico de la Seguridad Social, no se admite en absoluto que las Comunidades Autónomas asuman competencias en materia económica, por insignificantes que pudieran ser. En ese sentido, las pensiones no contributivas son financiadas por el presupuesto de la Seguridad Social estatal.


Por lo que se refiere a la ejecución de los servicios de la Seguridad Social por las Comunidades Autónomas, el artículo 149.1.17ª, de la Constitución deja un margen de actuación a las Autonomías al permitir que puedan ejecutar los servicios de la Seguridad Social. 

Así ha ocurrido con las pensiones no contributivas, en aquellas Comunidades Autónomas que han asumido las funciones y servicios del IMSERSO, y que consisten en la gestión, tramitación y pago de los expedientes de tales pensiones. Funciones que no realizan con las prestaciones que otorga la modalidad contributiva del Sistema. De modo que parece que ese último inciso del citado artículo 149.1.17ª de la Constitución, haya sido redactado pensando en las pensiones no contributivas

Tales atribuciones se apoyan además en que las pensiones no contributivas revisten una naturaleza especial, su asistencialidad, que sobresale de forma notoria, y por ello se considera apropiado que el mismo organismo autonómico que gestiona sus propias prestaciones de caracter asistencial, sea el que se encargue de las del nivel no contributivo.


Una cuestión que ha colocado a las pensiones no contributivas en el candelero de la opinión pública, ha sido la polémica suscitada con ocasión del incremento adicional de una cuantía económica otorgada por algunas Comunidades Autónomas a los beneficiarios de pensiones no contributivas que residen en su territorio. 


En estos supuestos entendemos que no procede tal incremento, fundamentalmente por tratarse de un ataque al principio de igualdad, ya que el sistema de Seguridad Social debe aplicarse por igual en todo el territorio nacional, pues en caso contrario se incurriría en discriminación por razón de residencia, conforme establecen los artículos 19 y 139 en relación con el 14, todos ellos de la Constitución, primando así el principio de igualdad sobre el de autonomía.  


No se niega la naturaleza de Asistencia Social externa al Sistema de tales ayudas, cuya competencia pueden ejercitar, en su caso, las Comunidades Autónomas. Lo que parece incorrecto es que se atente al principio de igualdad de los beneficiarios de la Seguridad Social, al percibir cuantías diferentes, en función del territorio en que residan, basándose precisamente en su condición de beneficiarios del Sistema.


A todo ello se une la circunstancia de que el ingreso de tal incremento no está excluido como renta computable en las pensiones no contributivas, por lo que el beneficiario deberá declararla y a su vez será deducida de su pensión, de modo que, al final, percibirá la misma cuantía económica que si no hubiera percibido dicho incremento, con el matiz de que éste será financiado con los Presupuestos de la Comunidad Autónoma, en lugar de los del Estado. Pero es que en el peor de los casos, si ese ingreso adicional superase el límite de acumulación de recursos, la pensión quedaría extinguida.


Lo correcto sería proporcionar tal incremento en el marco de acuerdos conjuntos entre Gobierno y Comunidades Autónomas, en virtud del principio de cooperación, dada su trascendencia social. O bien, la asunción por el Estado de un incremento de la cuantía económica de las pensiones no contributivas ya sea, vía revalorización, o mediante la Asistencia Social interna (más personalizada), pero, en cualquier caso, la cuantía que perciban los beneficiarios del Sistema que se encuentren en la misma situación entendemos que debe ser igual en todo el territorio nacional.


Otro aspecto que nos parece de ineludible tratamiento, es el de la borrosa frontera existente entre las pensiones no contributivas y las nuevas prestaciones de asistencia social.


Se trata de conocer hasta donde alcanzan los límites de una y otra institución.


La causa por la que hemos llegado a esta situación debemos atribuirla a la evolución de la Asistencia Social que ha propiciado numerosas influencias entre ella y la Seguridad Social.


En la actualidad, ambas tienen, prácticamente, los mismos caracteres, en el sentido de que son económicamente evaluables, personales, individualizables y redistributivas, además en ambas se otorgan tanto prestaciones técnicas como económicas; y  en las dos prestaciones se atiende a la real situación de necesidad que sufre el beneficiario, en la Asistencia Social por su propia definición, y en el sistema de Seguridad Social, merced a la aparición de las prestaciones no contributivas.


Pero la cuestión que más dificultad presenta, a nuestro juicio, es la delimitación entre las pensiones no contributivas y las «nuevas» prestaciones asistenciales, debido a la gran semejanza existente entre ellas. Hasta el punto de que se llegó a temer la posibilidad de que las pensiones no contributivas pudieran invadir el terreno de las nuevas prestaciones asistenciales, o de que éstas acogieran a las no contributivas. Por ello, y con el objeto de que no se identificaran unas con otras, la Ley evitó la designación de las pensiones no contributivas, como asistenciales, pese a tener tal naturaleza, con la intención de que impere su carácter de Seguridad Social, y así, evitar que las Comunidades Autónomas caigan en la tentación de plantear conflictos, basados en su competencia en materia de Asistencia Social.


De hecho, el único elemento que distingue claramente a estas prestaciones asistenciales de las pensiones no contributivas es el de su reclamación a través de la vía Contencioso-Administrativa, frente a la vía del Orden Social del régimen jurídico de las pensiones no contributivas.

 
Con la aparición de las pensiones objeto de nuestra investigación, se acrecienta la expansión de la Seguridad Social, al mismo tiempo que la asistencia social reduce su campo de actuación, realizando una función subordinada, que le conduce a completar las lagunas del sistema de Seguridad Social, pues ya no le es posible actuar sobre la regulación de las pensiones no contributivas de invalidez y jubilación.


Por tanto, se trata de una cuestión, la de la delimitación entre la Asistencia Social y la Seguridad Social no contributiva, difícil de determinar, porque está sujeta al concepto que se atribuya a cada institución y a las circunstancias sociales, muy variables, que impiden un criterio sólido de aplicación.


A este respecto, creemos que las fronteras entre ambas instituciones no son inamovibles, sino elásticas en el sentido de que es preciso revisar periódicamente su delimitación conceptual, porque con el transcurso del tiempo surgen nuevas normativas que trasladan ciertas materias de un campo a otro, como sucedió con la aparición de los salarios sociales establecidos por las Comunidades Autónomas, o la Ley de prestaciones no contributivas.


La consecuencia de todo ello, es que la Seguridad Social experimenta simultáneamente una expansión y una contracción en su campo de actuación, que al igual que los movimientos sístole y diástole del corazón, mantienen vivo a nuestro sistema de Seguridad Social, en el sentido de que, por una parte, el Sistema se expande a través de las pensiones no contributivas, ocupando un terreno que por tener naturaleza asistencial no contributiva podía ser asumido por la asistencia social externa, pero que, al tratarse de contingencias protegidas propias de Seguridad Social, asume el Estado Central, como Poder Público competente en materia de Seguridad Social. Con lo que, la frontera entre pensiones no contributivas y las «nuevas» prestaciones asistenciales, viene determinada, en definitiva, por la propia Ley, porque ella fija el ámbito objetivo de cobertura de la Seguridad Social. Mientras que la asistencia social cubre otras contingencias o servicios distintos, tales como los servicios sociales, ayudas de urgencia, o la marginación social entre otros. 

. 


En otras palabras, se trataría de la aplicación del criterio de la residualidad, consistente en cubrir a través de prestaciones asistenciales las situaciones de necesidad que no son objeto de protección por la Seguridad Social.

Llegamos así a la última parte de la exposición, dedicada a comentar los requisitos exigidos a los beneficiarios de pensiones no contributivas, así como alguno de los problemas que los mismos pueden plantear.

El primero de los requisitos es el de residencia legal, para ello, se debe acreditar que teniendo el interesado domicilio en territorio español resida en el mismo, ostentando la condición de residente.


El período de residencia total exigido difiere en ambas pensiones pues para la pensión de invalidez se exigen 5 años de residencia, mientras que para la pensión de jubilación se exigen 10 años, entre la edad de 16 años y la edad de devengo de la pensión. Además, se requiere que, de tales períodos, dos años deben ser inmediatamente anteriores a la fecha de la solicitud de la pensión de que se trate.


Las razones de fondo de la exigencia de este requisito se resumen en impedir que la pensión pueda otorgarse a cualquier persona que no acredite arraigo y vinculación con el país de cuyos Presupuestos se satisfacen las prestaciones. 


Por último, cabe destacar que con la promulgación de la Ley Orgánica sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, el extranjero es equiparado a los españoles a la hora de acceder a las prestaciones de la Seguridad Social, entre las que se encuentran las no contributivas.


En ese sentido, urge la reforma del artículo 7.5 de la LGSS, porque este artículo establece ciertas preferencias de acceso a la modalidad no contributiva con determinados extranjeros según su origen, o como consecuencia de la suscripción de Tratados, Convenios, etc., o por la aplicación de la reciprocidad expresa o tácitamente reconocida. En consecuencia, debe entenderse implícitamente derogado el citado artículo 7.5, al bastar la residencia legal del ciudadano extranjero.
El segundo requisito consiste en la carencia de rentas o ingresos suficientes.

Es el único requisito idéntico para ambas pensiones.

En el caso de que el solicitante viva sólo o con personas que no forman una unidad económica de convivencia, cumple el requisito de la carencia de rentas suficientes, cuando sus ingresos en cómputo anual sean inferiores al denominado límite de acumulación de recursos establecido para cada año en la Ley de Presupuestos.


Con respecto al citado límite de acumulación de recursos, consistente en una cuantía que hace las veces de línea divisoria y que nos señala la suficiencia e insuficiencia de medios económicos; quizá hubiera sido más razonable establecer unos tramos, que vincularan el reconocimiento de la prestación a la real situación de necesidad del beneficiario, teniéndose en cuenta también las circunstancias del perceptor a través de criterios objetivos. Posibilidad esta última, no obstante, bastante arriesgada, pues entrar en la valoración de las circunstancias de los sujetos entraña un peligro de enjuiciamiento subjetivo, por parte del órgano que califica tales situaciones. No obstante, de ese modo, se ajustaría con mayor equidad la situación de necesidad del beneficiario, que atendiendo solamente a sus ingresos.


En el caso de que el solicitante conviva con otras personas en una misma unidad, la determinación del límite de acumulación de recursos sufre modificaciones en función del número de personas que forman parte de la unidad económica de convivencia. En ese sentido, existe unidad económica en los casos de convivencia de un beneficiario con otras personas, sean o no beneficiarias, unidas con aquél por matrimonio o por lazos de parentesco de consanguinidad o por adopción hasta el segundo grado.

Cuando la convivencia, dentro de una misma unidad económica, se produzca entre el solicitante y sus descendientes o ascendientes en primer grado, los límites de acumulación de recursos se amplían en dos veces y media.

La aplicación de esta regla ha producido en la vida real el efecto contrario del pretendido, pues se ha constatado que, salvo excepciones, las personas mayores mantienen su convivencia mientras puedan valerse por sí mismas. Y así cuando los matrimonios de personas mayores se quedan solos, pierden, además del contacto con los hijos, su pensión no contributiva al desaparecer la ampliación del límite de recursos en dos veces y media. Recurriendo entonces, a la creación de una unidad económica de convivencia artificial a través de sospechosos movimientos en el Padrón Municipal.


Se debería corregir estos efectos con la creación de una sola escala, o bien establecer otro criterio más equitativo para justificar la ampliación del límite de recursos, pues las razones que animaron su creación no se ven cumplidas, al producirse situaciones de unidades económicas de convivencia de primer grado fingidas con la finalidad de que el beneficiario no vea peligrar su pensión. 

Con relación a la edad, el solicitante de una pensión de invalidez debe ser mayor de 18 años y menor de 65, en cambio si se trata de una pensión de jubilación el solicitante debe haber cumplido los 65 años en el momento de la solicitud. 


Respecto a este requisito de la edad, se observa un perverso efecto como consecuencia del juego de los requisitos exigidos para acceder al derecho de las pensiones no contributivas. Y así, la edad máxima para acceder a la pensión de invalidez, consistente en ser menor de sesenta y cinco años de edad en la fecha de la solicitud, podría impedir, caso de haber alcanzado dicha edad, la percepción de las dos pensiones: la de jubilación, por no acreditar diez años de residencia (aunque pudiera acreditar, al menos, los cinco exigidos en la invalidez) y la de invalidez por haber alcanzado los sesenta y cinco años. Vemos pues, que relacionando los requisitos exigidos en ambas pensiones se podría impedir el acceso a las dos.


Se trata, en fin, de situaciones que pueden ser evitadas, estableciendo un precepto similar al dictado para la modalidad contributiva, en el Reglamento de desarrollo de la Ley de Consolidación y Racionalización de 1997, por el cual, tienen derecho a la pensión de incapacidad permanente, las personas que, teniendo cumplidos los 65 años, y reuniendo los requisitos exigidos en la citada pensión de incapacidad permanente, no reúnen los requisitos exigidos para acceder a la pensión de jubilación.


Precepto que podría ser reproducido en su integridad para la modalidad no contributiva, con la salvedad de que en lugar de incapacidad permanente se referiría a la pensión de invalidez no contributiva.


Esta propuesta aliviaría situaciones de personas que además de ser ancianas (más de sesenta y cinco años) presentan invalideces incluso superiores al 75 por 100, con escasos recursos económicos, y que a pesar de ello, no tienen derecho a pensión alguna.

En el caso de la pensión de invalidez se exige el requisito de encontrarse afectado por una minusvalía o por una enfermedad crónica, en un grado igual o superior al 65 por 100.


Además, si se reúnen los requisitos exigidos para tener derecho a una pensión de invalidez no contributiva, y anteriormente se le reconoció al beneficiario con el grado de incapacidad permanente absoluta, pero no accedió al derecho de la pensión, por carecer de alguno de los requisitos exigidos, no es necesario que se le vuelva a determinar el grado de minusvalía, pues conforme al Reglamento, se presumirá afecto de una minusvalía igual al 65 por 100. 


Es importante esta previsión, ya que no solo supone un ahorro de tiempo, al evitar tener que realizar una nueva calificación de la invalidez del presunto beneficiario, esta vez con los órganos correspondientes, ya sea del IMSERSO o de la Comunidad Autónoma, sino que refleja una manifestación más de la unidad del sistema de la Seguridad Social, que pese a tratarse de niveles diferentes, contributivo y no contributivo, sin embargo mantienen aspectos comunes, esta vez con relación a la determinación del grado de minusvalía.


Por último, los beneficiarios de la pensión de invalidez no contributiva con una minusvalía o enfermedad crónica en un grado igual o superior al 75 por ciento y que, como consecuencia de pérdidas anatómicas o funcionales, necesiten el concurso de otra persona para realizar los actos más esenciales de la vida, tales como vestirse, desplazarse, comer o análogos, tienen derecho a un complemento equivalente al 50 por ciento del importe de la pensión establecida en la Ley de Presupuestos.

Bien entendido que no son dos requisitos alternativos sino que es preciso que, se acrediten los dos: tener un grado de minusvalía igual o superior al setenta y cinco por cien, y necesitar del concurso de otra persona. 

Finalmente y a la vista de los requisitos exigidos, proponemos un concepto integrador de pensión no contributiva, entendida como una serie de medidas de protección que el sistema de la Seguridad Social proporciona ante la aparición de una situación de necesidad, que se conecta con la invalidez o ancianidad, en los supuestos en que el beneficiario no haya cotizado, o haya cotizado de forma insuficiente al Sistema, siempre que reúna los requisitos de edad, residencia y, en su caso, grado de invalidez, y no alcance un determinado nivel de rentas.
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